LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS PERSONALES

BREVE COMENTARIO DE LA LEY DE HABEAS DATA 

Ley Nro. 25.326, publicada en el Boletín Oficial el 2 de Noviembre del 2000

Si Ud. tuvo oportunidad de ver el film “La Red”, protagonizado por Sandra Bullock, seguramente se habrá preocupado, al menos en esa “hora de shock” posterior a cualquier película, si lo que le sucedía a la protagonista puede o podrá ocurrir en un futuro cercano. 

Desde entonces, a partir de la difusión de esta nueva vida de interconectividad sin límites, la protección de los datos personales se ha convertido en una de las principales preocupaciones de muchas asociaciones independientes de derechos civiles del mundo.

Si bien este asunto es aún muy reciente en nuestro país, en comunidades como la de los Estados Unidos es un tema muy delicado de política interna, y al cual toda la sociedad en su conjunto le presta mucha atención.

Como ya sabemos, la protección de los datos personales y las acciones extrajudiciales y/o judiciales de cobro se cruzan en un punto de mutuo y contradictorio interés, el cual comienza a ser crecientemente  regulado por los gobiernos federales de cada país.

Por ejemplo,  en el último boletín MAP de la American Collector’s Association, se informa de un millonario juicio perdido por la conocida firma americana Sears, Roebuck and Co. por ir en contra de las normas vigentes sobre acciones de cobro contra personas declaradas en bancarrota.  Al parecer la cía. poseía información errónea sobre el estado de situación de sus deudores, y ello le provocó una sanción judicial de u$s 60 millones.

Inclusive la normativa vigente en dicho país, limita las acciones que tienen disponibles las Agencias de Cobranzas en materia de datos personales y posteriores  acciones contra los deudores.

En Argentina podríamos decir que esta preocupación ha tenido recepción legislativa a partir de la sanción de la Ley nro. 25.326, más conocida como “Ley de Habeas Data”.

Comentarios sobre la Ley

Esta Ley tiene por objeto “la protección integral de los datos personales asentados en archivos, registros, bancos de datos,...., sean estos públicos, o privados destinados a dar informes, para garantizar el derecho a la información que sobre las mismas se registre...”.

El artículo Nro. 2 distingue dos tipos de datos:

· Datos Personales: “información de cualquier tipo referida a personas físicas o de existencia ideal determinadas o determinables.”

· Datos Sensibles: “Datos personales que revelan origen racial y étnico, opiniones políticas, afiliación sindical e información referente a la salud o a la vida sexual”.

Es decir, la Ley separa en dos niveles a la información personal, excluyendo a la segunda clase (Datos Sensibles) de cualquier posibilidad de archivo por parte de entidades privadas y/o públicas no autorizadas expresamente.

El artículo 5 toca la necesidad  del consentimiento del titular de los datos personales para que los mismos sean archivados, clasificados y manejados por terceros .  En general, el inciso 1 dice  que “ el tratamiento de datos personales es ilícito cuando el titular no hubiere prestado su consentimiento libre, expreso e informado....”.  Luego, el inciso Nro. 2 abre la posibilidad para todos aquellos datos en los cuales el consentimiento no es necesario.  

Citaremos algunas excepciones de interés para nuestra industria:

· Datos que se obtengan de acceso público e irrestricto (por ej. Información de Deudores emitida por el BCRA);

· Datos que se limiten a NOMBRE, DNI, IDENTIFICACIÓN TRIBUTARIA O PREVISIONAL, OCUPACIÓN, FECHA DE NACIMIENTO Y DOMICILIO.  Este punto abre la puerta a la conformación de valiosas bases de datos para la industria de cobranzas.

Estas mismas excepciones rigen para la cesión de dichos datos a un tercero, lo cual legitíma los servicios brindados por empresas como Veraz, Axesor, Fidelitas, etc. [Aunque luego esta misma Ley las obliga a registrarse en un padrón especial y las somete a normas específicas de esta actividad.]

El titular de los datos tiene el derecho de “solicitar y obtener información de sus datos personales incluidos en los bancos de datos públicos, o privados destinados a proveer informes”  [art.14 inc.1].  El responsable de la base deberá responder dentro de los “diez días corridos de haber sido intimado fehacientemente”, y el derecho de acceso será gratuito cada intervalos no inferiores a los seis meses.  

Si existiese información falsa o errónea, el responsable de la base de datos deberá enmendar dicho error “dentro de los cinco días días hábiles de recibido el reclamo del titular de los datos...”.  

Tanto el titular de la base de datos, como aquel que utilizare de dicha información, serán responsables por cualquier infracción a esta Ley.

Artículo 26 – Prestación de Servicios de Información Crediticia

En su inciso 1ero dice : “En la prestación de servicios de información crediticia sólo pueden tratarse datos personales de carácter patrimonial relativos a la solvencia económica y al crédito, obtenidos por fuentes accesibles al público o procedentes de informaciones facilitadas por el interesado o con su consentimiento.” 

Es decir, queda excluido el acceso a bases de datos no públicas o de acceso limitado /o restringido. 

El inciso 4 norma el tiempo de archivo y registro de dicha información crediticia:

“Sólo se podrán archivar, registrar o ceder lo datos personales que sean significativos para evaluar la solvencia económico-financiera de los afectados durante los últimos cinco años.  Dicho plazo se reducirá a dos años cuando el deudor cancele o de otro modo extinga la obligación, debiéndose constar dicho hecho.”

Este punto tiene amplias consecuencias sobre los datos suministrados por los Bureau de Crédito locales, los cuales no podrán almacenar y/o informar información crediticia mayor a los cinco años de antigüedad. Es decir, existe una especie de “blanqueo” crediticio, y en la actualidad comenzaría a regir para aquellos deudores de más allá del año 1995/1996.

Para los datos que entren dentro de dicho período, y excluyendo a los denominados datos sensibles, no es necesario el consentimiento del titular de dicha información.

Al final de su redacción, la Ley le otorga al titular el derecho de accionar un recurso de habeas data sobre los responsables y/o titulares de archivos de cualquier tipo de información, los cuales son compelidos a brindar toda información sobre el titular que conste en sus bases de datos, con la obligación de corregir todo tipo de error dentro de los plazos fijados por esta ley.

En síntesis, la Ley Nro. 25.326 viene a ordenar el tratamiento de información personal, fijando límites, derechos y obligaciones para todos los interesados en este asunto. 

Para la industria de cobranzas, esta Ley no modifica significativamente su accionar en el rastreo de datos de deudores, el cual seguirá tomando información de diversas bases de datos.  De todas formas, sí obliga a los titulares de dichos registros sobre la clase de información que pueden vender a las sus clientes.

Asimismo, el acortamiento de los plazos de vigencia de la información crediticia en las bases de los Bureau de Crédito, transforma esta poda en un nuevo elemento a favor del deudor, el cual se ve beneficiado con un blanqueo informativo a cinco años de producido su incumplimiento.

Estimo que la respuesta deberá venir por procesos de cobranzas más ágiles que detecten tempranamente el alto riesgo de incobrabilidad del deudor, de manera de iniciar las acciones extrajudiciales y/o judiciales rápidamente, aumentando la presión sobre su viabilidad crediticia en el mercado local.
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